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El organismo permitió operar sectores no alcanzados por el 
accidente del 31 de julio, tras verificar en terreno condiciones de 

seguridad y revisar el informe técnico de Sernageomin. La medida 
rige para Pilar Norte, Panel Esmeralda, Esmeralda, Pacífico Superior, 
Diablo Regimiento, Panel Reno, Dacita y Reservas Norte. Continúa la 
suspensión en Recursos Norte, Andesita, Andes Norte y Diamante, 

mientras avanzan las investigaciones.

La Dirección de Presupuestos envió un instructivo a ministerios y servicios para unificar 
procedimientos disciplinarios: cuando se acredite una vulneración grave al principio de 
probidad, la sanción debe ser la destitución. El documento también ordena requerir a la 

PDI certificaciones de entradas y salidas del país y faculta a jefaturas para disponer nuevas 
diligencias. La ANEF advierte interpretaciones “no objetivas”, mientras parlamentarios de la 

Comisión de Salud discrepan sobre el alcance y la severidad de las medidas.

Dirección del Trabajo autoriza 
reanudación parcial de faenas en 
El Teniente tras fatal derrumbe; 

paralización se mantiene en cuatro áreas

Hacienda fija criterio de destitución por mal 
uso de licencias médicas y la ANEF cuestiona 

subjetividad del “principio de probidad”

La Dirección del Trabajo (DT) autorizó la reanudación 
parcial de las faenas en la mina subterránea de la 
División El Teniente de Codelco, circunscrita exclusi-
vamente a sectores que no fueron afectados por el 
derrumbe ocurrido el pasado 31 de julio y que dejó 
seis trabajadores fallecidos. La resolución se adoptó 
luego de una fiscalización en terreno desarrollada 
por inspectores del organismo, quienes constataron 
la implementación de medidas de control y mitiga-
ción de riesgos en las áreas habilitadas y revisaron 
el respaldo técnico de Sernageomin que había dado 
visto bueno al levantamiento acotado.

De este modo, quedaron autorizadas las zonas Pi-
lar Norte, Panel Esmeralda, Esmeralda, Pacífico 
Superior, Diablo Regimiento, Panel Reno, Dacita y 
Reservas Norte, donde los equipos de fiscalización 
verificaron estándares operacionales, condiciones de 
soporte y ventilación, vías de escape y comunicación, 
además de la disponibilidad de brigadas de emergen-
cia y equipamiento de rescate. La DT consignó que 
la evaluación se complementó con la documentación 
exigida en seguridad y salud laboral, entre ellas el 
programa de reintegro para trabajadores, la Matriz 
de Identificación de Peligros y Evaluación de Riesgos 
(MIPER), el plan preventivo actualizado, los protoco-
los de respuesta ante emergencias, los programas de 
capacitación y charlas de seguridad, el sistema de 
gestión de seguridad y salud en el trabajo y las ob-
servaciones del Comité Paritario y del Departamento 

de Seguridad de la empresa.

Pese a este avance, se mantiene la paralización total 
decretada el 1 de agosto en las áreas Recursos Nor-
te, Andesita, Andes Norte y Diamante, donde aún 
persisten restricciones operativas y peritajes pen-
dientes. El levantamiento completo de la suspensión 
dependerá de nuevas resoluciones y actas de fiscali-
zación de Sernageomin, así como de las inspecciones 
posteriores de la propia Dirección del Trabajo, que 
continuarán monitoreando la ejecución de medidas 
y el cumplimiento de los planes correctivos.

En paralelo, Codelco informó que definirá en los 
próximos días su plan de reinicio para los sectores 
ya autorizados, con énfasis en una puesta en mar-
cha gradual y bajo control, lo que a su vez permitirá 
reactivar contratos de empresas colaboradoras vin-
culadas a esas áreas. La estatal precisó que el rein-
tegro contempla protocolos de inducción reforzada, 
control de fatiga, chequeos de equipos críticos, ac-
tualización de procedimientos de trabajo seguro y 
simulacros focalizados.

El derrumbe del jueves 31 de julio cobró la vida de 
seis trabajadores: Paulo Marín Tapia, electricista de 
Salfa Montajes, y Gonzalo Núñez Caroca, Jean Miran-
da Ibaceta, Álex Araya Acevedo, Carlos Andrés Aran-
cibia Valenzuela y Moisés Pavez Armijo, todos perte-
necientes a la contratista Gardilcic. De acuerdo con 

En medio de múltiples sumarios 
por presunto uso indebido de li-
cencias médicas en el sector pú-
blico, el Ministerio de Hacienda, 
a través de la Dirección de Pre-
supuestos (Dipres), despachó un 
instructivo a ministerios, subse-
cretarías y jefaturas de servicios 
con el objetivo de fijar un crite-
rio único y reforzar las sanciones 
aplicables en estos casos.

El texto aclara materias que —
según reconocen en el propio 
Ejecutivo— quedaban hasta 
ahora entregadas a interpreta-
ciones dispares entre institucio-
nes. El punto central indica que, 
si los hechos acreditados vulne-
ran gravemente el principio de 
probidad administrativa, la ley 
impone de manera imperativa la 
sanción de destitución, la máxi-
ma medida dentro del régimen 
disciplinario.

Qué ordena el instructivo
Además de precisar el estándar 
sancionatorio, el documento ins-
truye a los servicios solicitar a la 

Policía de Investigaciones (PDI) 
las certificaciones de fechas de 
ingreso y salida del país de los 
funcionarios investigados, con 
el fin de contrastar esos regis-
tros con los períodos de licencia. 
Asimismo, faculta expresamente 
a los jefes de servicio a disponer 
nuevas diligencias cuando la evi-
dencia reunida no sea suficien-
te para adoptar una resolución 
fundada, reforzando el deber de 
exhaustividad en las pesquisas 
administrativas.

Hacienda plantea que la directriz 
busca homogeneizar criterios, 
evitar vacíos interpretativos y 
entregar herramientas de verifi-
cación externas —como la coor-
dinación con la PDI— que apor-
ten trazabilidad y objetividad a 
los sumarios.

La controversia por la probidad: 
ANEF alerta falta de objetividad
La medida generó reparos en la 
Asociación Nacional de Emplea-
dos Fiscales (ANEF). Su vicepre-
sidente, Helmuth Griott, advirtió 

que el eje del instructivo —el 
principio de probidad— podría 
prestarse para lecturas disímiles.
“Lo dudo porque evidentemente 
es la interpretación de un princi-
pio que no es objetivo”, lamen-
tó, apuntando a la necesidad de 
parámetros más operativos y 
verificables que acoten la discre-
cionalidad en la evaluación de 
las conductas.

Desde el gremio subrayan que 
el combate a los abusos debe ir 
de la mano con debido proceso, 
presunción de inocencia y pro-
porcionalidad, de modo de dis-
tinguir con precisión entre faltas 
graves y errores administrativos 
o situaciones justificadas por 
dictámenes médicos.

Reacciones en el Congreso: 
apoyos y aprensiones

En el mundo parlamentario, las 
lecturas fueron dispares. El se-
nador Juan Luis Castro (PS), inte-
grante de la Comisión de Salud, 
respaldó la directriz:
“El funcionario que nada hace, 

nada debe temer. Lejos de ata-
car al millón de funcionarios 
públicos, se trata de ir al foco 
de aquellos que abusaron de 
un instrumento de seguridad 
social”, señaló, enfatizando que 
la claridad sancionatoria prote-
ge la fe pública y el buen uso de 
recursos.

A su vez, el diputado Agustín 
Romero (Partido Republicano), 
también miembro de la Comi-
sión de Salud, planteó dudas 
sobre la contundencia final del 
proceso:
“Quiero pensar que van a haber 
sanciones ejemplares, pero el 
camino que va tomando esto me 
hace pensar que en definitiva 
podría ser que haya una sanción 
menor”, advirtió, llamando a que 
se eviten “señales ambiguas” en 
casos comprobados de fraude.

Ejes prácticos: verificación exter-
na y diligencias complementarias
El refuerzo del control de viajes 
al extranjero mediante certifica-
ciones de la PDI se perfila como 

los antecedentes preliminares, el hecho ocurrió en 
una zona de explotación donde, por causas que aún 
se investigan, se produjo un colapso de material ro-
coso que sepultó a las víctimas. Tras la emergencia, 
las autoridades ordenaron la suspensión inmediata 
de la operación subterránea, mientras se desplega-
ban las labores de búsqueda y rescate, los peritajes 
técnicos y las primeras fiscalizaciones de seguridad.

Tanto Sernageomin como la Dirección del Trabajo 
mantienen investigaciones administrativas y téc-
nicas destinadas a establecer responsabilidades y 
determinar con precisión las condiciones opera-
cionales existentes al momento del incidente. En 
ese marco, se evalúan aspectos como el diseño y 

estabilidad de los caserones, los parámetros de 
tronadura, la secuencia de extracción, la gestión de 
soporte, los sistemas de monitoreo geomecánico y 
las medidas de control de riesgos implementadas.

Con la reanudación parcial, el foco de las autori-
dades y de la compañía estará puesto en garanti-
zar la continuidad segura de las tareas esenciales, 
proteger la integridad de las dotaciones y prevenir 
nuevos eventos de alto potencial. La continuidad 
del levantamiento por etapas dependerá de la tra-
zabilidad de las medidas comprometidas, del cum-
plimiento verificable en terreno y de los dictámenes 
técnicos que emitan los organismos competentes 
en las próximas jornadas.

una de las herramientas clave 
para cruzar información objetiva 
con períodos de licencia. Parale-
lamente, la facultad explícita a 
las jefaturas para ordenar nuevas 
diligencias busca impedir cierres 
anticipados de los expedientes y 
asegurar resoluciones fundadas 
en antecedentes suficientes.

Implementación inmediata y 
desafíos

Con el instructivo ya en vigencia, 
los servicios deberán alinear sus 
protocolos internos, capacitar a 
sus unidades de control y estan-
darizar matrices de análisis de 
licencias médicas, incorporando 
el chequeo de viajes y otras fuen-
tes externas. El reto, coinciden 
expertos consultados por las car-
teras, está en equilibrar celeridad 
y rigor: avanzar con rapidez en 
los casos graves, sin sacrificar ga-
rantías ni caer en automatismos 
sancionatorios.

Proteger la fe pública y el instru-
mento sanitario

La directriz de la Dipres llega en 
un momento en que el Ejecutivo 
busca contener prácticas abusi-
vas que distorsionan un beneficio 

de naturaleza sanitaria y social. El 
énfasis en la probidad, sostienen 
en el Gobierno, no criminaliza la 
enfermedad ni el uso legítimo de 
licencias, sino que persigue con-
ductas dolosas que, de acreditar-
se, afectan la confianza ciudada-
na y los presupuestos públicos.

Finalmente, en el corto plazo, se 
prevé que las jefaturas informen 
ajustes procedimentales y que 
los sumarios en curso incorpo-
ren las nuevas verificaciones. La 
ANEF, por su parte, adelantó que 
seguirá monitoreando la aplica-
ción del instructivo y promoverá 
resguardos para evitar interpre-
taciones expansivas del concepto 
de probidad que puedan derivar 
en sanciones desproporcionadas.

Mientras tanto, el Congreso con-
tinuará el seguimiento político 
del fenómeno, ante el impacto 
institucional y financiero que ge-
neran los casos de abuso, y con 
la expectativa de que la estanda-
rización administrativa mejore la 
calidad y uniformidad de las deci-
siones disciplinarias en el Estado.
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